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 Ofendido:

P A R C y otras.
Conducta Punible:
Inducción a la Prostitución y Concierto para 



Delinquir 
Procedencia:

Juzgado Único Penal del Circuito Especializado
VISTOS

La Sala decide lo que en derecho corresponda en relación con el recurso de apelación interpuesto por los representantes de los procesados arriba mencionados, a excepción del de Piedad del Socorro Agudelo quien no ejerció el derecho de impugnación, contra la sentencia mediante la cual el Juzgado Único Penal del Circuito Especializado de Pereira condenó a Maria Victoria Morales, Lorena Velásquez Morales, Ricardo Arturo Morales, Piedad del Socorro Agudelo Ruiz y a Jhon Alexánder Gaitán, los tres primeros como coautores de los delitos de Concierto para Delinquir e Inducción a la Prostitución y los restantes por la conducta de Inducción a la Prostitución. Además, a la ciudadana Maria Victoria Morales se le sancionó por Enriquecimiento Ilícito de particulares.

ANTECEDENTES

En el mes de febrero de 2000, la señorita P A R C, mediante una oferta de empleo, decidió salir del país hacia el continente Asiático, con la ayuda de un grupo de personas, y una vez estando allí desempeñó labores como trabajadora sexual, bajo la coacción de la señora María Victoria Morales, persona a la cual debía cancelarle una elevada suma de dinero por concepto de gastos del viaje, además fueron objeto de amenazas ella y su familia, porque al parecer no le había cubierto la totalidad de la deuda. 
Mediante reporte hecho por el consulado de Nueva Delhi sobre trata de personas, se puso este caso en conocimiento de las autoridades Colombianas, más exactamente de la Fiscalía General de la Nación –Unidad de delitos contra la libertad, integridad y formación sexuales- la cual inició la correspondiente investigación y adelanto varias actividades investigativas entre ellas, interceptación de varios abonados telefónicos, allanamientos a inmuebles, etc., lo cual condujo a la captura de varias personas a quienes se les formuló cargos por los delitos de Inducción a la Prostitución, Concierto para delinquir y Enriquecimiento ilícito del que fueran víctimas la denunciante y un grupo de jóvenes. 

A La Fiscalía Seccional Veintiuno con sede en Bogotá, correspondió la indagación preliminar, mas como los hechos tuvieron ocurrencia en Pereira, lugar donde fue contactada para trabajar y además porque en esta ciudad reside la denunciante, continuó aquí con la investigación la Fiscalía Dieciséis Delegada ante los Jueces Penales del Circuito, cuyo desarrollo desembocó en la apertura de la instrucción
, dentro de la cual, entre otras actuaciones, se ordenó escuchar en indagatoria a los señores Maria Victoria Morales, Ricardo Morales, Lorena Velásquez, John Alexánder Gaitán Mesa, Piedad del Rosario Agudelo Ruiz, Romelia Morales, Luis Carlos Montoya Ramírez, Egner de Jesús Velásquez Morales, María Lesbia Quiceno y Ubeny Eliana Velásquez Toro. 

La Fiscalía Delegada ante el Juzgado Penal del Circuito Especializado definió la situación jurídica mediante Medida de Aseguramiento de detención preventiva sin beneficio de libertad en contra de Ricardo Arturo Morales y Lorena Velásquez Morales como presuntos coautores de los delitos de Enriquecimiento Ilícito de Particulares y Trata de Personas; detención Preventiva sin beneficio de libertad para John Alexánder Gaitán, Luis Carlos Montoya Ramírez y Egner de Jesús Velásquez por el punible de Enriquecimiento Ilícito; y detención Preventiva con beneficio liberatorio para Ubeny Velásquez. En relación con las señoras Romelia Morales y María Lesbia Quiceno se abstuvo de imponer  Medida de Aseguramiento. 

Posteriormente la titular de la acción penal resolvió la situación Jurídica de la procesada María Victoria Morales, con detención preventiva como coautora de los delitos de inducción a la prostitución y concierto para delinquir y como autora del punible de enriquecimiento ilícito.  Respecto de los señores Ricardo Arturo Morales, Lorena Velásquez Morales, John Alexánder Gaitán y Piedad del Socorro Agudelo Ruiz  les formuló cargos por concierto para delinquir e inducción a la prostitución.

Clausurada la investigación, se calificó el mérito sumarial con Resolución de Acusación en contra de María Victoria Morales, Piedad Del Socorro Agudelo Ruiz, Lorena Velásquez Morales, Ricardo Arturo Morales y John Alexánder Gaitán Mesa,  por los delitos de Inducción a la Prostitución y Concierto para Delinquir en concurso de conductas punibles. Igualmente acusó a María Victoria Morales como autora de Enriquecimiento Ilícito. 

En firme ese pronunciamiento, el proceso llegó al Juzgado Único Penal del Circuito Especializado de esta ciudad para el adelantamiento del juicio, el cual tramitó hasta concluir con sentencia condenatoria, la que a su vez originó el recurso que le permite al Tribunal decidir en segunda instancia.

Respecto de la conducta de Tentativa de Homicidio, en razón a que la señorita P A R C fue víctima de un atentado contra su vida e integridad personal, la Fiscalía decidió inhibirse de abrir investigación
.    

LA IMPUGNACIÓN:

Quien defendía los intereses de Piedad del Socorro Agudelo no ejerció este derecho, en tanto que los defensores de los demás procesados sí se alzaron contra el fallo que finiquitó la instancia.

En sus escritos de sustentación los apoderados centran su inconformidad únicamente respecto de la conducta de “Inducción a la Prostitución”, la cual, según su modo de pensar no surgió a la vida jurídica, ya  que no se dio aplicación a los principios de legalidad, tipicidad, y antijuridicidad.

A pesar de aceptar la existencia de las conductas que motivan la impugnación desde el punto de vista naturalístico –concretamente los diversos comportamientos de inducción a la prostitución-, los señores defensores pregonan que la adecuación típica no encuentra acomodo, en lo atinente al verbo rector -inducir-, el cual definen afirmando que es “hacer por diversos medios que se realice determinada acción”, en razón a que quienes aparecen como víctimas conocidas en este encuadernamiento, es decir, P A R C, S G T, L S A M y J P T, no fueron inducidas por sus prohijados, toda vez que las jóvenes no fueron obligadas o engañadas para que ejercieran la prostitución en Hong Kong y de esa manera atentar contra “la libertad sexual”, ya que ellas sabían perfectamente a dónde iban y a qué, al punto que permitieron que les tomaran fotos semidesnudas. 
Además de considerar atípica esta conducta, también pregonan la inexistencia de antijuridicidad en tanto no se presentó afectación al bien jurídico. Y consecuentes con los anteriores planteamientos, al no existir el tipo penal base, desaparecen las conductas de Concierto para Delinquir y Enriquecimiento ilícito, y por consiguiente solicitan la revocatoria del fallo y el proferimiento de una sentencia absolutoria.  

Luego de superados los términos para sustentar el recurso, y de haberlo hecho los impugnantes, la sucesora en el ejercicio de la defensa de Maria Victoria Morales, Lorena Velásquez Morales y Ricardo Arturo Morales, presentó un memorial que por extemporáneo no puede ser tenido en cuenta por esta Colegiatura como sustento de la inconformidad, al haberle precluido la oportunidad, además porque de hacerlo se estaría privilegiando a una de las partes en detrimento de las demás y de paso se estaría trasgrediendo el derecho a la igualdad.
CONSIDERACIONES 

1. Competencia:

En virtud de los factores objetivo, territorial y funcional, la Sala es competente para conocer y decidir sobre la apelación promovida contra la sentencia proferida por el Juzgado Único Penal del Circuito Especializado de Pereira.
2. Problema jurídico:

El punto sometido a consideración de la Corporación se reduce a determinar si asiste razón a los encargados de la defensa, en cuyo caso se impondrá la abrogación total o parcial del proveído censurado, y en el evento contrario, habrá de impartírsele confirmación, no sin antes dejar sentado que de conformidad con lo preceptuado por la regla 204 de la Ley 600 de 2000 bajo cuya égida se impartió este trámite procesal, en este grado de jurisdicción la decisión se contraerá únicamente a los asuntos impugnados y se extenderá a los que resulten inescindiblemente vinculados al objeto de la impugnación. 
3. De los presupuestos para condenar:

El Código de Procedimiento Penal, imperante para la época en que acaecieron los hechos que motivan el presente estudio, en su artículo 232 prohíbe dictar sentencia condenatoria cuando no obre en el proceso prueba que conduzca a la certeza de la conducta punible y de la responsabilidad del procesado.
De conformidad con la citada disposición, aplicable a la presente causa, resulta claro que para proferir fallo adverso a los intereses del acusado, es necesario que los elementos de juicio, legal, regular y oportunamente obtenidos en las diversas fases del proceso, lleven al Juez a ese estado del conocimiento denominado certeza, donde se desvanece cualquier duda, acerca de la ocurrencia de la conducta punible objeto de reproche, como también de que el acusado es responsable de ella.

Según el Artículo 213 del Código Penal, se configura la conducta delictiva –inducción a la prostitución- que se enrostró a los procesados cuando, con el ánimo de lucrarse o para satisfacer los deseos de otro, el sujeto agente induce al comercio carnal o a la prostitución a otra persona.    

La acción criminosa antes mencionada surge al mundo exterior cuando se constata que los señores María Victoria Morales, Ricardo Arturo Morales, Lorena Velásquez, John Alexánder Gaitán y Piedad del Socorro Agudelo Ruiz, eran las personas encargadas de contactar a las mujeres que viajarían al exterior, a ejercer la prostitución a las cuales las proveían de documentación, tiquetes, dinero y todo lo necesario para tal fin. Pero las jóvenes asumían una deuda por los gastos realizados con la señora María Victoria Morales, a quien le debían cubrir a todo transe una acrecentada suma de dinero, consistente en la casi totalidad de lo que recibían por prestar los servicios sexuales.
Ello se desprende de las declaraciones que al respecto dieran las jóvenes P A R C, S G T, L S A M y J P T, concordantes en el sentido de que se les hizo una propuesta “para trabajar” en Hong Kong, donde fueron recibidas por diferentes personas. 

A la llegada a ese país eran despojadas del tiquete de regreso, y del dinero que tuvieran, su trabajo consistía en atender clientes, los cuales eran contactados por María Victoria Morales, quien acordaba la suma por el servicio, en varias ocasiones debieron entregar estupefacientes a sus usuarios y hasta consumirlos, a cambio de que sus familias en Colombia recibieran $1.200.000 mensuales, suma que como ellas lo refieren no fue consignada en su totalidad, y a la vez fueron víctimas de amenazas como de venderlas a la “Mafia China”, o que si no cancelaban el dinero “las desaparecerían o le hacían algo a su familia”. Las cuatro mujeres describen a la señora Morales como una persona grosera, vulgar, gritona, a la cual no se le podía llevar la contraria.

Al analizar cada una de las indagatorias de los procesados se observa cómo ellos refieren cual fue su aporte, aducen que las jóvenes no eran engañadas, sino que por el contrario, sabían cuál era la labor que iban a desempeñar, por lo que no estaban incurriendo en ninguna conducta delictiva y lo que hacían era ayudar a las viajeras y a sus familias con las labores que María Victoria les encomendaba.

La sala no puede desconocer que las viajeras sabían que se desempeñarían como trabajadoras sexuales, pero fueron inducidas, motivadas, animadas a que ejercieran la prostitución en Hong Kong, a cambio de promesas de carácter económico, como cada una de ellas lo señala en su declaración, que es lo que precisamente reclama la norma, y en virtud de ese sometimiento, María victoria y los demás procesados recibían grandes sumas de dinero.
Ciertamente la prostitución per se en nuestra legislación no constituye un delito, pero se configura auque con otro nomen juris cuando alrededor de ella se presentan algunos ingredientes como la cooperación, el retener a la víctima contra su voluntad, reclutar, vivir a expensas de una persona, la explotación, etc. Es por ello que el verbo rector de la conducta atribuida es decir, inducir consiste en instigar, incitar, mover, persuadir, inclinar, impeler, atraer.  
Pero además, el tipo penal contiene un ingrediente subjetivo sin el cual la conducta aún llevándose a cabo no sería punible por atipicidad relativa, consistente precisamente en que esa inducción busca satisfacer los deseos de otro, o ánimo de lucro como se demostró ampliamente en los casos donde fueron víctimas las cuatro jóvenes aquí relacionadas, cuya actividad cooperadora conciente y con división de trabajo criminal, significó importantes ingresos para los integrantes del grupo y especialmente para la líder de esa organización María Victoria Morales.
La Libertad Sexual, que es el bien jurídico tutelado, se vulneró por cuanto las victimas por sus condiciones económicas decidieron aceptar la llamativa propuesta de vender su cuerpo, a cambio de bienestar económico para ellas y, principalmente para sus familias, mas fueron víctimas de ultrajes, explotación y hasta de amenazas de muerte que tuvieron que soportar al encontrarse tan lejos de su patria y sin posibilidad de obtener ingresos de otra manera para su necesaria subsistencia.
A propósito del consentimiento de la víctima para ejercer la prostitución, la jurisprudencia ha dicho:
“De otra parte, la Corte señaló que el tipo penal de inducción a la prostitución puede configurarse incluso sobre la base del consentimiento expreso de la víctima, aunque el mismo no se requiera en la medida en que no es un elemento constitutivo del tipo penal acusado. Frente al riesgo de ofensa de la dignidad personal e incluso de la autodeterminación sexual y de la propia libertad personal, el consentimiento de la víctima es una salvaguarda insuficiente. De los informes consultados por la Corte, se encontró que en muchos casos el consentimiento inicial de la víctima se convierte en la puerta de entrada a redes de esclavitud y trata de personas, en verdaderos “círculos de violencia” de los que resulta imposible escapar. El objetivo de la regulación penal es, en este caso, la lucha contra el negocio de la prostitución, más allá de la opción autónoma de cada individuo de dedicarse a ella.  Por esto, el tipo penal hace énfasis en que la sanción se impone a quien promueve el ingreso a esta actividad para satisfacer a otros y obtener un tipo específico de provecho”. 

Las precedentes reflexiones auxiliadas del referente jurisprudencial, permiten concluir de manera inequívoca que respecto de los acusados se reúnen con suficiencia las exigencias legales constitutivas del tipo penal aquí comentado, como también las probatorias acerca de su responsabilidad, por lo que se impone la confirmación de la sentencia en cuanto fue censurada, no sin antes dejar sentado por la Colegiatura que no hará pronunciamiento en relación con las demás conductas punibles toda vez que respecto de ellas no hubo sustentación del recurso.
Finalmente, no puede pasar por alto esta Corporación en relación con la conducta de Tentativa de Homicidio, de que fuera víctima la señorita P A R C, que de acuerdo con las declaraciones dadas por los señores Egner de Jesús Velásquez  y John Alexánder Gaitán Mesa, en el sentido que la señora María Victoria Morales les propuso que atentaran contra su vida, existen elementos de juicio que muy probablemente ameriten el inicio de la investigación, de manera que se dispondrá expedir copias de este pronunciamiento para que la Fiscalía instructora decida lo pertinente en relación con la providencia inhibitoria que al respecto se ha proferido la cual, como se sabe, no tiene ejecutoria material sino meramente formal.
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, 
RESUELVE
PRIMERO: Confirmar la sentencia de origen, fecha y contenido precedentemente relacionados, en lo que fue materia de impugnación.
SEGUNDO: Expídanse copias de este pronunciamiento con destino a la Fiscalía Seccional, para los fines indicados en precedencia.
TERCERO: Contra la presente decisión procede el recurso extraordinario de casación
Notifíquese y cúmplase.

LEONEL ROGELES MORENO


JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado




Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

WILSON FREDY LÓPEZ

Magistrado




Secretario          

� Ver Folios 121 a131 Cuaderno Nro 1.


� Folio 611.


� Sentencia C-636/09 M.P. Mauricio González Cuervo.
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